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Introducción
La bioética surge como consecuencia del avance desmesurado de la ciencia y tecnología médicas, específicamente a partir de mediados del siglo XX, en que se descubre el ADN. A la par se ha ido generando una creciente preocupación por los desafíos éticos actuales que presentan la relación entre tecnología, vida y muerte. 

Estos cambios trascendentales no han sido indiferentes al derecho de familia. Si bien el sometimiento ético del desarrollo científico técnico tuvo su génesis en el ámbito de la salud y en la investigación médica, no tardó por efecto expansivo inquietar otras ramas del conocimiento. 

Así se afirma que, “… si bien el derecho tiene sus cometidos y métodos, no es menos cierto que las graves cuestiones planteadas por las Ciencias Biomédicas exigen una profunda relación entre Ética y Derecho, que encontrarían su punto de confluencia en la Bioética, ya que el Derecho debe intervenir insoslayablemente por la condición jurídica de las realidades que son objeto de ésta”. 

En este sentido, la revolución biotecnológica ha producido en el derecho un “cimbronazo”, conminándolo a indagar y debatir sobre ciertos conflictos  que, hasta no hace tanto, se creían totalmente ajenos o imposibles de alcanzar, y nos ha obligado a incursionar, estudiar y profundizar sobre herramientas provenientes de otras disciplinas. Lo que apunta a que todas las disciplinas deben interactuar entre sí y colaborar a fin de analizar cuestiones concretas de manera total y tratar de encontrarles una solución adecuada. 

En este contexto, se evidencia que el ámbito del derecho no es ajeno a este proceso, y se buscan dar respuestas jurídicas a este nuevo universo de conflictos, que incluye las valoraciones ético sociales, por ejemplo, para responder interrogantes como: ¿desde cuándo se es persona?, ¿cuándo se puede afirmar que un método anticonceptivo es o no abortivo?,  ¿en qué consiste el hermafroditismo?, ¿cuál es la viabilidad de los seres que padecen anencefalia?. Siendo estos, sólo algunos de los dilemas que se deben resolver en el ámbito de la bioética y el derecho. 

Finalmente, es evidente  y manifiesto que, los problemas antes enunciados, no tienen una respuesta inmediata en el plano normativo. En el plano de la bioética, en nuestro sistema jurídico, los silencios y vacíos legislativos priman, compeliéndonos a buscar soluciones adecuadas, a través del análisis profundo de los valores en pugna a la luz de las reglas constitucionales que rigen el estado social y constitucional de derecho, y en base a ello proponer alternativas de solución acordes con este modelo.    

Por tanto, el presente trabajo pretende analizar algunos problemas bioéticos relacionados estrictamente al ámbito del derecho de familia, y si el marco normativo actual responde a las exigencias actuales de la bioética. Por este motivo es que recurrimos a la jurisprudencia y al derecho comparado para efectuar el presente análisis, que nos permitirá conocer los avances normativos y/o doctrinarios acaecidos, las lagunas existentes y los consecuentes problemas que se derivan. 

CAPÍTULO I

La  noción  de   bioética,  según de la declaración universal sobre la bioética y los Derechos Humanos, principios bioéticos  y la aplicación de los principios bioéticos
1. NOCIÓN DE BIOÉTICA:

a. ORIGEN DEL TÉRMINO BIOÉTICA: Se dice que el término “bioética” es un neologismo que proviene de dos palabras griegas: “bios” (vida) y “ethike” (ética).  Como se tiene dicho, el término bioética es uno de reciente data. La primera vez que se empleó fue en 1971, por Van Renselaer Potter en su obra “Bioethics Bridge to the Future” (Bioética puente a futuro). Siendo que, el término bioética se utiliza para definir una nueva ciencia construida sobre la biología que resalta “los dos elementos más importantes: el conocimiento biológico (bios) y los valores humanos (ethos). 
Para el autor Warren T. Reich, Enciclopedia de Bioética en 1978, expone que bioética se entiende como “el estudio sistemático de la conducta humana en el campo de las ciencias de la vida y la atención de la salud, en tanto que dicha conducta es examinada a la luz de los principios y valores morales”. 

Otros autores, indican que bioética  es el “estudio interdisciplinario (transdisciplinar) orientado a la toma de decisiones éticas de los problemas planteados en diferentes sistemas éticos, por los progresos médicos y biológicos, en el ámbito micro social y macro social, micro y macroeconómico y su repercusión a la sociedad y sus sistemas  de valores, tanto en el momento presente como en el futuro”

b. CONCEPTO  DE BIOÉTICA: Para Armando Andruet, las distintas definiciones sobre “bioética” que han surgido hasta la actualidad  pueden ser clasificadas en las siguientes: El concepto clásico: Al respecto el Comité Científico de SIBI en Gijón en el año 2000, declaró que la bioética “constituye una actividad pluridisciplinaria que procura armonizar el uso de las ciencias biomédicas y sus tecnologías con los derechos humanos, en relación con los valores y principios éticos universalmente proclamados”. Así “en la encrucijada entre la manipulación de la vida y la atención de la salud, busca mediar ante los extraordinarios avances de la moderna tecno ciencia”.  De este modo, el concepto de bioética se ha visto expandido, acercando a la ética aplicada, principalmente, al campo de la medicina y de la biología. Al respecto Peyrano concluye que la bioética es la disciplina que “procura establecer un marco ético a las ciencias de la vida y la salud, extendiendo el mismo a las condiciones de vida y desarrollo del ser humano, y atendiendo al medio en que se opera el mismo”
. En este mismo sentido, Bertoldi de Fourcade sostiene que: “La bioética, en su primer sentido, conforma una nueva rama del saber que depende formalmente de la ética, con la que mantiene una relación de dependencia orientadora y justificadora y que, materialmente, toma su objeto de la realidad de las ciencias de vida (tales como la medicina, biología, psicología, etc.) …”

i. La reflexión filosófica sobre los problemas éticos que se plantean en el contexto de la medicina y las ciencias biológicas. El estudio interdisciplinario de los problemas creados por el progreso biológico y médico, tanto a nivel micro social como a nivel macro social, y su repercusión  en la sociedad y el sistema de valores, tanto en el momento presente como en el futuro. 
ii. La definición incorporada por el Diccionario de la Real Academia Española: “Disciplina científica que estudia los aspectos éticos de la medicina y la biología en general, así como de las relaciones del hombre con los restantes seres vivos”.
c. CARACTERÍSTICAS DE LA BIOÉTICA: La bioética es una disciplina: 
i. LAICA: Busca acuerdos racionales entre personas de diversas filiaciones religiosas o ateas. Es tolerante.
ii. PLURAL: Reconoce y promueve la diversidad y trata de alcanzar acuerdos razonables entre diversas posturas dentro de una discusión que parta de mínimos compartidos. Reconoce la pluralidad no sólo como un hecho sino como un valor. 
iii. AUTÓNOMA: Es libre de influencias políticas, religiosas y económicas. Reconoce la capacidad de atorregulación del ser humano.  
iv. RACIONAL, FILOSÓFICA Y DISCURSIVA: La realidad ética no se conoce a priori sino a través de la reflexión sobre las consecuencias de las decisiones.
v. UNIVERSAL: Válida para todos, en cualquier lugar. Las decisiones deben ir más allá de los convencionalismos morales pues se aspira a decisiones responsables por vía del acuerdo intersubjetivo pero con base en acuerdos objetivos de mínimos como lo son los derechos humanos.  
vi. INTERDISCIPLINARIA: Comprende aspectos filosóficos, científicos, sociales, antropológicos, psicológicos, técnicos, legales, del cuidado de la salud y de la investigación en salud. 
vii. INTEREDIADORA: Promueve mecanismos razonados y racionales para la toma de decisiones difíciles y para resolver conflictos. 
viii. REGULATORIA O PROCEDIMENTAL: Apoyo a los protocolos, procedimientos, cuerpos colegiados. 
ix. APLICADA: Reflexiona y cuestiona problemas reales, cotidianos y concretos. 
d. BIOETICA Y DERECHOS HUMANOS: Las diversas definiciones del concepto bioética se corresponden con el ámbito de justificación de esta reciente y novata disciplina. Al respecto se sostiene que: “Esta compleja relación entre las ciencias y las tecnologías (en constante avance), por una parte y el ser humano y su preservación en su calidad de tal, como así mismo con el medio en que se desarrolla, por la otra, han llevado a considerar la imperiosa necesidad de reflexionar sobre este fenómeno  de sujetar a las primeras a condicionamientos éticos que respeten la dignidad esencial de este último, toda vez que se encuentran comprometidos el destino y la supervivencia mismos de la especie. La bioética sienta su razón de ser en la “humanización” del hombre. Por lo que, “la ética surge, así, como interpretación racional de nuevos hechos, que valorados en la medida del hombre, son “humanizados” (…). Este fenómeno tiene singular trascendencia porque significa el abordaje de estos dilemas a partir de una “ética civil” que se aparta del monopolio, que hasta los años 70, tuvieron en su afrontamiento teólogos y pensadores religiosos. La desconfesionalización de la ética y la conciencia de la coexistencia, en una comunidad occidental, secularizada y pluralista, de diferentes comunidades morales que no comparten un mismo punto de vista, justifica la nueva óptica. Se alega, así mismo, que el núcleo de significación de la bioética consiste en “crear una nueva disciplina que conectase a dos mundos diferenciados: el correspondiente a las ciencias y el propio de las humanidades; la fusión pretendía garantizar la supervivencia de la especie humana frente a los retos que ya por entonces se vislumbraban. En conclusión se puede afirmar que los derechos humanos que se enarbolan como postulado ético, ideológico, político y epistemológico, aquí también se analizan varios de los conflictos bioéticos que interesan al derecho de familia desde la mirada última  que proponen  los derechos humanos. En este sentido, se entiende que los derechos humanos son mucho más que un “puente” entre la bioética y el derecho, pues, constituye la razón de ser o el fundamento último de la bioética. Esto conforme se esgrime del Preámbulo de la “Declaración Universal sobre Bioética y Derechos Humanos”, que establece: “(…) los problemas bioéticos suscitados por los rápidos adelantos de la ciencia y de sus aplicaciones tecnológicas deben examinarse teniendo en cuenta no sólo el respeto debido a la dignidad de la persona humana, sino también el respeto universal y la observancia de los derechos humanos y libertades fundamentales”.  
2. LOS PRINCIPIOS BIOÉTICOS CONSAGRADOS EN LA DECLARACIÓN UNIVERSAL SOBRE LA BIOÉTICA Y LOS DERECHOS HUMANOS: Al respecto, en el Preámbulo de la “Declaración Universal sobre Bioética y Derechos Humanos”, se establece que: “(…) los problemas bioéticos suscitados por los rápidos adelantos de la ciencia y de sus aplicaciones tecnológicas deben examinarse teniendo en cuenta no sólo el respeto debido a la dignidad de la persona humana, sino también el respeto universal y la observancia de los derechos humanos y libertades fundamentales, por lo que resuelve que es necesario y conveniente que la comunidad internacional establezca principios universales que sirvan de fundamento para una respuesta de la humanidad a los dilemas y controversias cada vez numerosos que la ciencia y la tecnología plantean a la especie humana y al medio ambiente. Siendo que, para tal cometido, la UNESCO definirá los principios  universales basados en valores éticos comunes que orienten los adelantos científicos y el desarrollo tecnológico y la transformación social, a fin de determinar los desafíos que surgen del ámbito de la ciencia y la tecnología, teniendo en cuenta la responsabilidad de las generaciones actuales y que las cuestiones bioéticas tienen una dimensión internacional, se tratan como un todo, basándose en principios ya establecidos en la Declaración Universal sobre el Genoma Humano y los Derechos Humanos y la Declaración Universal sobre los Datos Genéticos Humanos, teniendo en cuenta el contexto científico actual y futuro  (…)”.  Lo cual concuerda con el artículo 2º de la “Declaración Universal sobre Bioética y los Derechos Humanos”, establece que son objetivos de la Declaración, proporcionar un marco universal de principios y procedimientos que sirvan de guía a los Estados en la formulación de legislaciones, políticas u otros instrumentos en el ámbito de la bioética. En este sentido, a partir del 3º artículo, se enuncian los siguientes principios: 
a. Se habrán de respetar la Dignidad Humana, derechos humanos y las libertades fundamentales. Siendo que, los intereses y bienestar de la persona deberían tener prioridad con respecto al interés exclusivo e la ciencia o la sociedad. 

b. Al aplicar y fomentar l conocimiento científico, la práctica médica y las tecnologías conexas, se deberían potenciar al máximo los beneficios directos e indirectos para los pacientes y reducir al máximo posibles efectos nocivos para dichas personas.

c. Debe respetarse la autonomía de las personas, en la facultad de adoptar decisiones. Para la personas que carecen de la capacidad de ejercer su autonomía, se habrán de tomar medidas especiales para proteger sus derechos e intereses.

d. Toda intervención, médica preventiva, diagnóstica y terapéutica sólo habrá de llevarse a cabo previo consentimiento libre e informado, basado en la información adecuada. El consentimiento debe ser expreso  y la persona interesada podrá revocarlo en todo momento y por cualquier motivo, sin que esto entrañe para ella  desventaja o perjuicio alguno. 

e. La investigación científica sólo podrá llevarse a cabo previo consentimiento libre, expreso e informado de la persona interesada. La información debe ser adecuada, facilitarse de forma comprensible e incluir las modalidades para la revocación del consentimiento. La persona puede revocar su consentimiento en todo momento y por cualquier motivo sin que entrañe para ella desventaja o perjuicio alguno. Cuando se trate de grupos, además debe existir el consentimiento del jefe o representante del grupo. 
f. Cuando se trate de investigaciones y prácticas médicas, en personas carentes de capacidad de dar su consentimiento la autorización se obtiene conforme a los intereses  de la persona interesada y de conformidad con la legislación nacional. De realizarse actividades de investigación se llevarán acabo las que redunden directamente en provecho de la salud de la persona interesada.

g. La práctica médica y las tecnologías conexas, se debería tener en cuenta la vulnerabilidad humana.  Los individuos  y grupos especialmente vulnerables deberían ser protegidos y se debería respetar la integridad personal de dichos individuos.  

h. La privacidad de las personas interesadas y la confidencialidad de la información que les atañe deberían respetarse y no debe revelarse o utilizarse para fines distintos de los que determinaron su acopio o para el que se emitió el consentimiento. 

i. El respeto de la igualdad fundamental de todos los seres humanos en dignidad y derechos, y ser tratados con justicia y equidad. 

j. No violación de la dignidad humana, derechos humanos y las libertades fundamentales o discriminación o estigmatizacion. 
k. Respeto de la diversidad cultural y del pluralismo.
l. Solidaridad y cooperación entre seres humanos
m. Responsabilidad social y salud, como cometido esencial de los gobiernos. Goce máximo de salud, a fin de lograr el respeto de derechos fundamentales: 

i. acceso a una atención médica de calidad  y a los medicamentos esenciales, especialmente la salud de mujeres y niños. 

ii. acceso a una alimentación y agua adecuados.

iii. mejora de las condiciones de vida y medio ambientales.

iv. supresión de la marginación y exclusión de personas por cualquier motivo.

v. reducción de la pobreza y el analfabetismo. 

n. Aprovechamiento compartido de los beneficios resultantes de la investigación científica y los beneficios deben ser incentivos  para promover la investigación. 
i. Asistencia especial y duradera a las personas  y los grupos que hayan tomado parte en la actividad de investigación y reconocimiento de los mismos;

ii. Acceso a una atención médica de calidad; 

iii. Suministro de nuevas modalidades o productos de diagnóstico y terapia obtenidos gracias a la investigación; 

iv. Apoyo a los servicios de salud; 

v. Acceso a los conocimientos  científicos y tecnológicos; 

vi. Instalaciones y servicios destinados a crear capacidad en materia de investigación. 

o. Protección de Generaciones Futuras, teniendo en cuenta la repercusión de las ciencias en la vida de las generaciones, en cuanto a su constitución genética.

p. Protección del medio ambiente, biósfera y la biodiversidad. Tener en cuenta  interconexión  entre seres humanos y las demás formas de vida. 

3. LA APLICACIÓN DE LOS PRINCIPIOS BIOÉTICOS EN LA SOLUCIÓN DE CONFLICTOS PERTENECIENTES AL ÁMBITO DEL DERECHO DE FAMILIA: 

a. Se debe promover el profesionalismo, la honestidad, la integridad y la transparencia en la adopción de decisiones, en particular las declaraciones de todos los conflictos de interés y el aprovechamiento compartido de conocimientos.
b. Se debería procurar utilizar los mejores conocimientos y métodos científicos disponibles para tratar y examinar periódicamente las cuestiones de biética. Se debería entablar un diálogo permanente entre las personas y los profesionales interesados y la sociedad en su conjunto. 
c. Se deberían promover las posibilidades de un debate público pluralista e informado, en el que se expresen todas las opiniones pertinentes. 
d. Se deberían crear comités de ética independientes, pluridisciplinarios y pluralistas con miras a: 
i. Evaluar los problemas ético,  jurídicos, científicos y sociales pertinentes suscitados por los proyectos de investigación relativos a seres humanos. 
ii. Prestar asesoramiento sobre problemas éticos en contextos clínicos, 
iii. Evaluar los adelantos de la ciencia y la tecnología, formular recomendaciones y contribuir a la preparación de orientaciones sobre las cuestiones que entren en el ámbito de la  presente Declaración.
iv. Fomentar el debate, la educación y la sensibilización del público sobre la bioética así como su participación al respecto. 
e. La declaración de principios debe entenderse como un todo y los principios deben entenderse como complementarios y relacionados unos con otros. Cada principio debe considerarse en el contexto de los demás principios, según proceda y corresponda a las circunstancias. 
f. Las limitaciones a la aplicación de los principios deben efectuarse por ley relativa a seguridad pública para investigar, descubrir y enjuiciar delitos, proteger la salud pública y salvaguardar los derechos y libertades.
g. Ninguna disposición podrá interpretarse como se confiera a un Estado, grupo o individuo derecho alguno a emprender actividades o realizar actos que vayan en contra de los derechos humanos, las libertades fundamentales y la dignidad humana.  

CAPÍTULO II:
Los criterios y principios éticos utilizados para resolver los conflictos bioéticos más recurrentes en la actualidad
1. CUESTIONES GENERALES: En sentido epistemológico, el objeto formal de la bioética se encuentra conformado por los principios de beneficencia, no maleficencia, autonomía y justicia. Siendo que, independientemente de cualquier debate en relación a la naturaleza jurídica de estos principios, es incuestionable que estos cumplen un rol fundamental en las decisiones jurisprudenciales de casos biético-jurídicos. El modelo de principios consagrado en el informe final de National Comision for the Protection of Human Subjects of Biomedical adn Behavorial Research (Informe Belmont) de 1978, propuso principios éticos básicos (Basic ethical principles), que resultan útiles como instrumento para el abordaje de los problemas bioéticos (caracterizados por su conflictividad y su carácter dilemático), aunque en la práctica es difícil una articulación concreta y armónica de los mismos. Se trata de principios normativos de aplicación universal sobre los cuales la doctrina no es pacífica en divisar si son tres o cuatro. Beneficencia, Autonomía, Justicia y Utilidad, siendo que estos cuatro principios son el paradigma de la ética médica, ya que están contenidos en el juramento hipocrático y gozan de mayor aceptación. En este sentido: 
a. El principio de beneficencia tiene dos dimensiones: como deber de los profesionales a contribuir positivamente al bienestar del paciente (benevolencia) y como abstención  de causar cualquier  daño sea físico, psíquico (principio de no maleficencia).
b. El principio de la utilidad implica el deber de la profesión médica de producir mayor cantidad de bienestar posible para el mayor número de individuos. 
c. El principio de la justicia recomienda que los servicios deben ser distribuidos de manera equitativa a todas las personas, ya que todas deben tener igual acceso a los beneficios de El principio de la dignidad de la persona es el elemento fundante de la bioética.
d. El principio de la inviolabilidad, dignidad y autonomía de las personas, ya que toda intervención en el cuerpo del individuo debe, en principio, contar con la autorización del propio afectado. La autonomía personal, es el fundamento de lo que hoy se conoce como el consentimiento informado que significa que cada ser humano tiene derecho  decidir todo cuanto se vincula con su salud, con su vida y su bienestar,  para lo cual deviene obvio que la bioética exija situar a las personas en una real situación de prestar o negar su consentimiento informado, de manera libre y esclarecida. 
En conclusión es preciso dejar claro que,  los principios bioéticos, en palabras de Tinant
 se definen como: “reglas o recetas argumentativas destinadas a proveer instrumentos eficaces, que no sólo deben guiar el ejercicio de la medicina, sino que también se constituyen en pautas esenciales que deben adoptar tanto los legisladores como los magistrados al momento de dictar normas o emitir sentencias en cuestiones biomédica. Y, ello no tanto por su carga ético – valorativa sino, fundamentalmente, por su correlato con los derechos humanos reconocidos en nuestra constitución”. 
2. PRINCIPIO DE LA DIGNIDAD HUMANA (EJE RECTOR): Para Kemelmejer de Carlucci el principio de dignidad humana es cardinal en la bioética, tiene  vieja prosapia. Es utilizado desde el siglo XV, constituye la base del humanismo y paralelamente, representa la cualidad sustancial de la persona humana, por lo que constituye una fuente importante de derechos. En el mismo sentido, Cifuentes, advierte que la dignidad humana “no es un derecho sino una aportación superior a la que los derechos deben subordinarse” tiene relación con el valor más precipuo que lo caracteriza, el cual es la autonomía, el derecho a elegir y disponer con determinación propia, en tanto no se dañe a terceros ni a la sociedad”. En definitiva, es preciso indicar que la comunidad internacional en el campo de la bioética admite que la dignidad humana constituye el eje rector que articula la comprensión del hombre como individuo en sociedad. Así, “la dignidad humana vendría a ser el ADN espiritual del hombre”.  En cuanto a la definición de dignidad humana, se resalta que no existe un concepto en los instrumentos internacionales, siendo Dworkin, asevera que el término ha sido utilizado en distintos sentidos, pero podría indicarse que su contenido involucra: libertad, autonomía, igualdad y universalidad. En este sentido se dice que el hombre es un ser capaz de elegir entre diversas opciones, de razonar y de construir conceptos generales, de comunicarse con sus semejantes, y de decidir sobre sus planes de vida para alcanzar la plenitud. Cuando se habla de dignidad humana, se está considerando esos signos que le distinguen de los demás animales, como ser de opciones, de razones, de diálogo y de fines”.  En conclusión, la no definición de la dignidad humana, en nada entorpece la idea ampliamente aceptada sobre que el derecho a la dignidad humana constituye el elemento primordial sobre el cual se sienta la bioética. 
3. ABORTO  EN LA LEGISLANACIÓN PENAL  Y LA VIDA HUMANA EN EL ÁMBITO CIVIL.  EL DERECHO A LA INTIMIDAD DE LA MUJER: 
a. CONSIDERACIONES PREVIAS: El aborto es un problema que puede ser abordado desde distintas perspectivas, para fines del presente informe nos interesa el enfoque socio-jurídico. En tal sentido, cabe anotar que cuando se habla del aborto como ilícito penal, pensamos en el bien jurídico tutelado que no es otra cosa que la vida humana dependiente o vida humana en formación. Conjuntamente a este interés primordial y básico, existen otros secundarios tales como la libertad de la mujer embarazada, la protección de su vida y su salud, intereses de política demográfica del estado, entre otras.  En la década de los treinta surge una corriente despenalizadora del aborto voluntario, fundadas en cuestiones médicas, eugenésicas, jurídicas y médico – sociales. Siendo que, en la actualidad, los países más desarrollados dan mayor apertura en cuanto a políticas desincriminatorias sobre el aborto voluntario que en los países en vías de desarrollo. De otro lado, se alega que la punición del aborto da lugar a la clandestinidad (“mercado negro”) en el que el precio es exagerado.  El caso es que, con incriminación o sin ella, las mujeres abortan en condiciones peligrosas e indignas. La realidad sociológica de prácticas abortivas consentidas, nos muestra que la opción es entre la vida y la muerte de ellas, por lo que mantener vigentes las normas punitivas significa optar por la muerte, y esta opción es condenable.
b. En nuestra legislación el aborto es un delito contra la vida, el cuerpo y la salud, entendiéndose como tal la interrupción del embarazo de una mujer a consecuencia de la muerte del feto, ya sea causada por la madre o por un tercero, con o sin expulsión del seno materno. Siendo el elemento central de protección la vida humana en formación. Y, si bien es cierto que la legislación no lo dice expresamente, empero además son objeto de protección la vida de la gestante y su derecho a la autodeterminacion. Toda vez que, la pena se agrava si, a consecuencia del aborto deviene la muerte de la gestante. Mientras que, en cuanto a la autodeterminación o libertad individual de la mujer, las penas son diferentes de mediar el consentimiento de la gestante para practicar el aborto. Finalmente, en cuanto al aborto terapéutico se ha ponderado y jerarquizado bienes jurídicos (vida humana dependiente y vida de la madre) y ha optado por la vida, la salud, la libertad y la intimidad  de la madre, que resultan ser derechos reconocidos constitucionalmente. 
Igualmente, debe resaltarse que el legislador ha dado tratamiento diferente a la vida humana dependiente y a la vida humana independiente, al penalizar atenuadamente al atentado contra la vida humana dependiente.    
Este tratamiento diferenciado puede observarse en la regulación de escalas penales distintas, que son mayores para el homicidio e incluso para la lesión grave, y menores para el aborto. Por otro lado, la falta de tipificación del aborto culposo frente a la penalización del homicidio así caracterizado, en la falta de previsión de las lesiones al feto, y en la ausencia de sanción ante la tentativa de aborto. 
Este modo de regulación penal da lugar a un conflicto entre el valor vida independiente humana y determinados valores de la mujer (vida, salud y libertad sexual). Esto da lugar a  conflictos de valores planteados como sigue: 
1. Si la vida de la mujer corre peligro durante el embarazo y se produce una colisión con la vida humana en formación, el aborto está permitido prevaleciendo jerárquicamente el valor vida de la mujer sobre el valor vida humana en formación; 
2. Si la salud de la mujer corre  peligro durante el embarazo y se produce una colisión contra la vida humana en formación, el aborto está permitido prevaleciendo jerárquicamente el valor salud de la mujer sobre el valor vida humana en formación;
3. Si el embarazo es producto de una violación, y se produce una colisión entre la vida humana en formación, el aborto está permitido prevaleciendo jerárquicamente el valor libertad sexual de la mujer sobre  el valor vida humana en formación (no es el caso de nuestra legislación). 
De otro lado, es necesario tener en cuenta la noción de salud, según la Organización Mundial de la Salud, “es un estado de bienestar físico, mental y social (no mera ausencia de enfermedades).
Finalmente, cabe hacer la siguiente reflexión, la tutela penal no protege de manera idónea, necesaria y proporcional el bien jurídico tutelado, esto es la vida humana en formación. Así, “no se puede concebir como solución la vía penal, que propicia, una situación de miseria moral: ocurren cientos de miles de abortos, las condenas judiciales no llegan a una por cada cien mil y, en cambio, decenas de miles de mujeres sufren daños físicos y psíquicos, y miles de ellas mueren”.  
1. La legislación civil establece que la persona humana es sujeto de derechos desde su nacimiento, la vida humana comienza con la concepción, el concebido es sujeto de derechos para todo cuanto le favorezca, la atribución de derechos patrimoniales están condicionados a que nazca vivo. Entendiéndose que, el concebido  tiene una capacidad de goce limitada y condicionada a su nacimiento.  El concebido no es considerado persona antes del nacimiento.
c. EL ABORTO VOLUNTARIO  Y COLISIÓN DE DERECHOS FUNDAMENTALES: Frente a la temática del aborto voluntario, hay supuestos en donde colisionan dos o más principios constitucionales. Hablamos de la vida, la salud y los derechos sociales, la libertad sexual de la mujer, el principio de igualdad y no discriminación, entre otros. Son precisamente estos conflictos los que obligan constitucionalmente al estado a no demandar determinadas clases de conductas: así, frente al aborto voluntario, y ante el conflicto de valores, no es posible que el estado exija a la mujer que continúe con el embarazo. 
Frente a esta circunstancia se han ideado diversos modelos de protección:
1. Modelo de prevención absoluta conmina por vía penal toda conducta abortiva sin reconocer ninguna clase de excepción expresa; 
2.  Modelo puro de indicaciones, mantiene la intervención penal en todas la etapas de la gestación, pero se establecen supuestos en los que la interrupción del embarazo no es punible (aborto terapéutico (riesgo de salud o vida de la madre), eugenésico (malformación del embrión), fruto de violación, circunstancias económicas y familiares o vinculadas al entorno social de la mujer). Lo negativo, es que no se indica un plazo para realizarse el aborto, puede ser en cualquier etapa.
3. Modelo puro de plazos permite el aborto dentro del primer trimestre. Requiere el consentimiento informado y la opinión favorable de la junta médica; 
4. Modelo de indicaciones con decisión última de la mujer busca evitar que la mujer opte por el aborto a través de un la orientación de la gestante; 
5. Modelo de asesoramiento previo u orientado al estado de crisis; y, 
6.  los modelos mixtos. 
En conclusión se establece que, si está en manos de la mujer tomar una decisión respecto de la interrupción o no del embarazo, esto constituye un límite  a la facultad punitiva del estado que surge del orden constitucional y del principio de proporcionalidad entre el presupuesto fáctico y la legítima reacción jurídica estatal. Por ende, se buscará disuadir a la mujer de su decisión de interrumpir el embarazo, ofreciéndole información y alternativas, sumado  ello deberá indicarse a la mujer un plazo límite dentro del cual puede ejecutarse el aborto. Si pese a ello, la mujer decide abortar, el Estado debe procurarle la asistencia médica para su recuperación y bienestar a fin de eliminar cualquier indicio de discriminación.  
1. Derecho a la vida humana en formación: La penalización del aborto se basa en normas internacionales como el artículo 4º de la Declaración Americana de Derechos y deberes del Hombre que dispone: “Toda persona tiene derecho  a que se respete su vida, este derecho estará protegido por la ley y, en general, a partir de la concepción”. Norma que concuerda con lo estipulado en el preámbulo de la Convención sobre los Derechos del Niño, que expresa que el niño merece protección incluso antes de su nacimiento y  después del mismo. Con lo cuan se entiende que la convención considera niño al concebido. 
2. La libertad de intimidad referido al derecho reconocido constitucionalmente a todas las personas. La decisión de la mujer resulta muy íntima.  
3. Aborto y Derechos Sociales  la maternidad no deseada es un obstáculo para la realización de una mujer como ser humano, que han dado lugar a fenómenos como la feminización de la pobreza, con descenso de sus niveles de nutrición y salud; o fortalecimiento de la división tradicional del trabajo por sexo, pues las mujeres con muchos hijos se dedican a ellos y al cuidado del hogar; disminuyen sus posibilidades de optar por un empleo remunerado, dependencia del marido e imposibilidad de acceso a la educación. A lo anterior se suma el hecho de que las mujeres de escasos recursos recurren al aborto en condiciones infrahumanas poniendo en riesgo su vida y su salud.
4. Aborto y derecho a la igualdad las diferencias sociales que genera la conminación de estas conductas, asumen un matiz único frente a un sistema de salud heterogéneo y fragmentado, privado (sectores con mayores ingresos), seguridad social (cobertura a la población asalariada y a su familia) y público (sub sector que atiende a más del 50% de la población). Esto coloca a las mujeres de escasos recursos en una situación discriminatoria, pues si optaron por el aborto, éstas recurren a los servicios públicos por algún problema derivado de un aborto clandestino, en oposición a las mujeres con recursos que cubren los gastos para un aborto en óptimas condiciones para su salud, vulnerándose así, el derecho constitucional a la igualdad. 
d. LA JURISPRUDENCIA COMPARADA: En nuestra legislación el aborto voluntario está sancionado penalmente, se suma a ello la existencia de conductas y pautas discriminatorias en los supuestos en que el ordenamiento jurídico permite efectuar un aborto voluntario: específicamente cuando el embarazo proviene de una violación, está en peligro la salud o la vida de la mujer. 
1. Se presenta un caso en que una mujer ingresa a un hospital con un cuadro de aborto provocado, y la médico tratante denuncia el hecho, la policía investiga y la mujer es denunciada por delito de aborto. El Juez declara que la conducta la médico violaba el secreto profesional y constituía un ilícito, al constituir una actuación abusiva. El fallo se reduce al conflicto axiológico entre el valor vida o salud de la mujer y la persecución penal estatal. Al respecto Sebastián Soler expresa: el secreto profesional, juntamente con el fin genérico de tutelar la libertad mediante la protección dispensada a la esfera  de intimidad o reserva, y por ende no existe el deber de denunciar, por que la culpa es el propio padecimiento. No hay deber de denunciar si la propia víctima es autor a la vez de su padecimiento. Cabe preguntarse: ¿puede considerarse que la revelación del secreto profesional por parte del médico que activa la persecución penal está sustentado en una “justa causa”? El Alto Tribunal,  salvaguardando el interés general priorizando la persecución penal, incurrió en conducta discriminatoria. Pues, ante la necesidad de atención médica por complicaciones de un aborto voluntario no existe igualdad real de las mujeres de escasos recursos recurren a hospitales públicos,   frente a aquellas con recursos para acceder a un tratamiento adecuado y no serán denunciadas. 
2. El caso de una mujer diabética que solicita la autorización para practicarse un aborto y ligadura tubaria, por cuanto su cuadro de diabetes no superado le generó hemorragias que afectaron el normal desarrollo del feto de 26 semanas y de concretarse el parto estaría en serio riesgo la vida de la madre que además tiene otros dos menores hijos. Fallo: El magistrado Hooft, amparó el pedido argumentando que: existe el derecho a la vida y la preservación de la salud de la madre, el bienestar de sus hijos anteriores nacidos en la relación de pareja, y la protección integral del grupo familiar, frente al derecho a la vida del concebido (…) desde el punto de vista pena las consideraciones precedentes resulta manifiestamente suficientes para encuadrar el caso en la figura del aborto terapéutico. 
3. Caso de niña de diez años embarazada a consecuencia de violación: Fallo: se amparó el pedido basándose en el Dictamen Bioético, que explica que la defensa de la vida y la salud de la madre, sumado al hecho de un embarazo no deseado producto de una violación, de llevarlo a término, excede los límites del deber. Pues no es justificable exigir que una niña de 10 años embarazada como consecuencia de una violación tenga que llevarlo a término. En este caso, correspondía anteponer el interés superior de la niña, las condiciones en que se produjo el embarazo y la imposibilidad de la menor de dar un consentimiento válido (informado). 
4. Moquegua: Adolescente recurre al Hospital de Cuajone con un cuadro de aborto voluntario incompleto, en la entrevista manifiesta que se introdujo una pastilla (lanzoprazol) por vía vaginal y luego que la ingirió oralmente, lo que produjo la expulsión del feto de 10 semanas. La médicos del hospital de Cuajone denuncian el hecho, se admite a trámite  la denuncia, se promueve acción por acto infractor, llevada a cabo las investigaciones, se establece que se configuró el tipo penal y se impone medida socioeducativa. Se presenta un conflicto de varios principios constitucionales, el secreto profesional, el derecho a la intimidad de la menor, su libre autodeterminación. Resaltando que, el caso de la adolescente se trataba de una menor universitaria, con recursos, de buena salud, no evidenciándose ninguna justificación para que procediera el aborto, pues el embrión tenía tres meses, no se alego peligro en la salud o vida de la madre ni de malformaciones o inviabilidad de sobrevivencia del feto. 
e. Conclusiones: Cuando se habla de despenalizar el aborto, no debe confundirse la tutela jurisdiccional con la tutela penal, por que no son equivalentes. Pues, la pena será proporcional cuando, realizando un juicio de proporcionalidad global de medio a fin, aunque la pena sea el medio idóneo y necesario para la protección del bien jurídico, las ventajas que se obtengan con la conminación de una conducta no guarden relación con los graves perjuicios que la pena implica tanto para el autor como para la sociedad en su conjunto. Desde la óptica constitucional, es posible, frente a un grave conflicto entre derechos constitucionales, se torne inexigible que el estado utilice la vía penal para obligar a la mujer a concluir con su embarazo, o bien que tutele la vida humana en formación con una cobertura alternativa a la vía penal cuando ésta última no se presenta como medio idóneo, necesario y proporcional. Finalmente, desde un enfoque social, se evidencia la inequidad social en el acceso a los métodos anticonceptivos de acuerdo a la condición económica y al nivel sociocultural de los requirientes.    Proporcionando información amplia y adecuada y promocionando variada gama de métodos anticonceptivos y poniéndolos al alcance de todos. 

4. LOS CONFLICTOS BIOÉTICOS DERIVADOS DE LA ANENCEFALIA - PRINCIPIOS UTILIZADOS PARA LA SOLUCIÓN DE CASOS: En cuanto a esta patología se establece que: “es la anomalía del desarrollo que se caracteriza por la falta de la bóveda craneal y por la ausencia o atrofia de los hemisferios cerebrales que se presentan en forma de pequeñas masas nerviosas rudimentarias adheridas a la base”.  Se dice igualmente que la anencefalia es una falta de cierre del tubo neural en su extremo encefálico, que se origina entre la segunda y tercera semana de desarrollo embrionario (17 a 23 días de gestación). Este defecto es cubierto por una membrana gruesa, pero no hueso o piel normal. Siendo que, la viabilidad de las personas por nacer que padecen esta anomalía, se establece que esta patología “no es compatible con la supervivencia del neonato más allá de unas pocas horas del nacimiento”.  
a. LA ANENCEFALIA Y EL DERECHO A LA INTEGRIDAD MORAL Y PSICOLÓGICA DE LA GESTANTE. A la par, corresponde efectuar un análisis sobre las consecuencias psico-socio-afectivas que se derivan de un diagnóstico de anencefalia, principalmente para la mujer, y en segundo lugar para el grupo familiar. Se establece que es difícil para la madre mantener hasta el fin un embarazo sin esperanza, pasar por el traumatismo del trabajo de parto, postergar el luto, sufrir el impacto eventual de ver un hijo aparentemente perfecto pero incapaz de sobrevivir por faltarle el funcionamiento de un órgano vital. En estas circunstancias no es éticamente correcto defender una vida sin proyecto, y que seguramente se a a extinguir, a costar de un sufrimiento materno acentuado y que podrá dejar secuelas permanentes.  
b. LA ANENCEFALIA EN EL DERECHO COMPARADO Y SOLUCIÓN DE CONFLICTOS DESDE LA NORMATIVIDAD CONSTITUCIONAL: En el año 2001, la Corte Suprema Argentina dicta un fallo en el cual autorizó, con el fin de preservar la salud física y psíquica de una mujer, y su núcleo familiar, la inducción del parto de una vida humana en formación que sufría una patología irreversible y cuya inmediata consecuencia, una vez nacida, sería la muerte. Se trata del caso de una mujer que concurrió al Hospital Materno Infantil para el control de su embarazo, y en la ecografía se estableció que el embrión padecía de anencefalia.  Enterada del dictamen, solicita al Hospital la realización de la inducción al parto, pero recibió la negativa del hospital al requerirle autorización judicial. En un primer momento, la acción se tramitó como una acción contencioso administrativa que denegó in limine de la pretensión, por tratarse de un solicitud para practicar un aborto, lo cual está sancionado penalmente. Al judicializarse se tuvo que recorrer un largo camino, ya que en primer instancia se estableció que lo que se solicitaba era una práctica abortiva sancionada penalmente y que en el proceso no se demostró la afectación de la salud de la madre. En la instancia superior se estableció que la solicitud no encuadraba en el tipo penal de aborto, pues se trataba de una vida dependiente inviable fuera del útero materno. Siendo que, la mujer no persigue su muerte a través del anticipo del parto  y el nacimiento, pues no incidirá en la supervivencia. Por ende, no están en conflicto intereses de la mujer y de la vida humana dependiente, evidenciándose el daño actual y grave de la salud física y psíquica de la madre. Concluyendo que, no se puede negar el anticipo de parto, con el objeto de preservar la salud de la mujer y de su grupo familiar, si ello no conlleva ningún perjuicio para la vida humana que ya está naturalmente condenada a morir. Más aún si, desde la óptica penal, cuando están en conflicto la vida de la madre y la vida dependiente, se prefiere la vida de la madre (aborto terapéutico). Siendo así, no puede obligarse a la mujer a concebir en su vientre a un ser que deja de existir cuando es desconectado de la mujer. 
c. Conclusiones: Se advierte que los fallos denegatorios han dado un valor absoluto a la protección de la vida humana dependiente. Cuando en realidad de las normas del bloque de constitucionalidad surge con nitidez que la vida es un valor que merece protección constitucional a partir del momento de la concepción pero esta tutela no es absoluta. Es más en caso de conflicto entre valores constitucionales de personas nacidas, prevalezcan estos últimos.  Por ello es que, el Tribunal plantea que el conflicto de valores que surge del caso “vida humana en formación vs. Sald física y psíquica de la mujer” y luego de realizar una razonada ponderación, decide que la salud física y psíquica de la mujer “vale más” que la vida huma en formación. De otro lado, las ficciones del derecho civil no son bienvenidas en el derecho penal.  
5. LOS CONFLICTOS BIOÉTICOS DERIVADOS DE LA ESTERILIZACIÓN ANTICONCEPTIVA: El principio de la autonomía de la voluntad ha ido ganando terreno en ámbitos en los cuales, hasta hace algunos años, se le consideraba extraño. Uno de los contextos en el que esta máxima ha penetrado con mayor énfasis ha sido en el campo de la salud, que tradicionalmente se hallaba gobernado por el principio de la beneficencia y por la idea de que el médico, como experto en enfermedades, era el que tomaba las decisiones. 
a. La esterilización anticonceptiva como derecho humano: La esterilización es toda intervención médica o quirúrgica que causa en el paciente, hombre o mujer, incapacidad para engendrar, orgánica o funcional, temporal o definitiva, sin extirpación o ablación de sus órganos sexuales, es decir, manteniendo su capacidad para copular. La esterilización directa, se entiende aquella acción que tiene como objeto propio o efecto inmediato destruir o bloquear, definitiva o temporalmente, la facultad degenerativa de una persona. Tal tipo de esterilización abarca la llamada esterilización eugenésica, destinada a impedir la gestación de niños con enfermedades o discapacidades, la esterilización preventiva  con fines terapéuticos y la esterilización anticonceptiva o electiva, con fines exclusivamente contraconceptivos, cuyas manifestaciones más frecuentes son la llamada ligadura tubaria (mujeres) y la vasectomía (varones).
b. Existen tres tipos de relaciones entre esterilización anticonceptiva y legislación: a) aquella que aboga por la despenalización de la esterilización voluntaria; b) la que apoya su legalización; y, c) la que sostiene la legitimidad y obligatoriedad de coaccionar por ley a algunos individuos que atraviesan una situación especial para someterse a ella (mujeres incapaces, violadores, etc.). Se establece que está prohibida en nuestra legislación nacional la esterilización por cualquier otro fin que no resulte estrictamente de una terapéutica.
c. La esterilización anticonceptiva como un derecho humano: Cuando se habla de esterilización se alude a una gama de derechos reconocidos constitucionalmente como son: la libertad de intimidad, el derecho a la salud y el principio de no discriminación. Entendiéndose la libertada a la intimidad como el derecho a cuidar y disponer del propio cuerpo y en la libertad de elegir el plan de vida, plasmada en la decisión de tener o no un hijo. Siendo que, el ejercicio de estos derechos, en la medida que no comprometen derecho alguno de terceros, resulta ajeno a cualquier intervención estatal y queda conservado a la esfera de libertad individual, permitiendo a las personas desarrollar su biografía sin restricciones. Resultando que el reconocimiento de la esterilización anticonceptiva es una expresión más del derecho a la salud, específicamente, la salud reproductiva. 
d. Requisito indispensable: el consentimiento informado del paciente: El Derecho a la salud reproductiva tiene como contenido esencial tres elementos distintos pero complementarios: información, prevención y planificación. La información permite el acceso al conocimiento de todos los métodos anticonceptivos, de modo que, a partir del conocimiento genuino de las opciones existentes, las personas puedan optar por el método que más se adecúe a su realidad cotidiana y sus más íntimas convicciones. La prevención se manifiesta en la posibilidad concreta de evitar embarazos no deseados o enfermedades de transmisión  sexual. La planificación se asocia a la libertad reproductiva como a) elección de procrear, con quien y por qué medios; b) la elección del contexto social en que la reproducción tiene lugar; c)  la elección de cuándo reproducirse; y, d) la elección del número de hijos e intervalo entre ellos. En este orden de ideas se establece que  es necesario garantizar que los solicitantes tengan pleno conocimiento de las consecuencias de la esterilización, especialmente en lo relativo a la perdurabilidad de sus efectos y probabilidades de reparación. Así mismo, debe comprobarse que éstas hayan recibido una adecuada información y un análisis comparativo  y cuantitativo respecto de los beneficios y riesgos de otros métodos anticonceptivos de largo plazo. Igualmente, existen dos aspectos importantes para que el consentimiento verdaderamente libre y esclarecido. Es necesario que el equipo de salud en su función orientadora exponga frente al paciente una correcta ponderación de la trascendencia, probabilidad e inminencia de los riesgos que el procedimiento lleva aparejada y los beneficios de la intervención, las consecuencias que puede acarrear una falla en el procedimiento y las repercusiones que la esterilización puede tener en la salud de las pacientes. Importante es, la asesoría de un psicólogo que acompañe al paciente en el proceso de toma de decisión.  
e. EL CONSENTIMIENTO INFORMADO, LA JURISPRUDENCIA Y DERECHO COMPARADO: La mayor parte de pronunciamientos han acogido favorablemente la esterilización a los fin terapéuticos, es decir en caso de grave riesgo para la vida o la salud de la paciente que pretendía o a la que se le indicaba médicamente someterse a esas técnicas. Se registra casos recurrentes sobre: a) mujeres multíparas que solicitan autorización para evitar embarazos no deseados; b) presentan embarazos de alto riesgo; c) causan problemas de salud diversos que resultarían agravados ante un probable nuevo embarazo; d) diversas cesáreas y amenazas de abortos espontáneos; e) imposibilidad de recurrir  otros métodos anticonceptivos; y, f) escasos recursos económicos
1. Caso Familia Quilmes,  se autoriza la ligadura tubaria de una mujer embarazada de su décimo tercer hijo, quien debidamente informada, decidió someterse a dicha intervención con la conformidad de su pareja con la intención de evitar futuros embarazos. Sustentó su consentimiento en sus escasos recursos económicos para acceder a otros métodos y/o recurrir a clínicas privadas. Fallo: El tribunal expresó que “tener hijos o no tenerlos” constituye parte del plan de vida autorreferente de una persona, en los términos expuestos en el artículo 19º de la Convención sobre la Eliminación de todas las formas de Discriminación contra la Mujer, de donde no corresponde al derecho imponer prohibiciones, limitaciones o restricciones a la libertad personal. La solicitud demostraba preocupación por la subsistencia y bienestar de sus otros hijos, y que la paternidad – maternidad responsable implica el derecho a tener un hijo se traduce en  un deber de no tenerlo, presuponiendo que existen fundadas razones para solicitar una autorización.  Se trata de una conducta autorreferente enmarcada en la libre decisión, lo cual la ubica claramente en ese marco de reserva previsto constitucionalmente y por tanto, ajeno a la órbita de los magistrados. Igualmente se funda en la salud mental de la persona involucrada y preventivo, al constituir una intervención solicitando el aseguramiento, la preservación, desde lo físico hacia los psíquico, de esa salud personal y de la del grupo familiar. 
2. Solicitud de esterilización de mujer de 43 años, con prole y problemas de hipertensión:   El Juez Hooft resaltó que la indicación terapéutica para la práctica de la ligadura tubaria bilateral en modo alguno se limita exclusivamente a la salud biológica de la paciente, sino que, por el contrario, debe ponderarse adecuadamente todo aquello que hace al concepto  de salud integral, que comprende obviamente no sólo los aspectos físicos sino emocionales y psicológicos, conforme a la ya clásica definición de la Organización Mundial de la Salud, inescindibles de las ideas de dignidad y calidad de vida. El concepto de salud integral va asociado aquí al concepto de calidad de vida, no sólo para la propia peticionaria sino también a lo que concierne a la salud integral, calidad vida y bienestar de los hijos ya nacidos. La legislación que regula los derechos sexuales y reproductivos, se asienta sobre el reconocimiento y protección de cuatro derechos humanos a saber, derecho a la salud, el derecho a la privacidad (intimidad), el derecho a la igualdad y el derecho a la información. Siendo que la tutela de dichos derechos, en concreto el derecho a la salud (nueva dimensión), que apunta a su faz preventiva, relacionada con el derecho a la calidad y dignidad de vida, en su contexto de respeto al ámbito de la autonomía personal y las conductas autorreferentes. 
f. Conclusiones: Ser o no ser padre o madre, forma parte del proyecto de vida en la medida que supone la concreción consciente, voluntaria y plenamente deseada de un acto que modifica esencialmente y para siempre la biografía de las personas. Por ende, la esterilización anticonceptiva integra la nómina e los derechos fundamentales cuyo ejercicio está reservado a la esfera de la autonomía de la voluntad ligada al derecho a disponer del propio cuerpo y al derecho a la salud reproductiva, la esterilización electiva constituye una opción más dentro del amplio espectro de libertades y derechos reconocidos por nuestro ordenamiento jurídico que posibilitan a los individuos diseñar su plan de vida.
6. EL DILEMA DE LA IDENTIDAD SEXUAL, EL HERMAFRODITISMO Y EL TRANSEXUALISMO: Corresponde en forma previa indicar que sexo y género son dos cosas distintas. Género proviene de un esfuerzo por rescatar la distinción sexual de sus condicionamientos biológicas, determinando así una nueva concepción del sujeto. Se define, al sustraer características asociadas a lo femenino como condición fisonómica de la mujer, proponiéndolas como dispositivos culturales adquiridos en complejos procesos colectivos e individuales. Ejemplo, se atribuye a la mujer las labores domésticas y al hombre el deber social de mantener el hogar, roles que no tienen que ver con la condición física de la mujer o del hombre.   La identidad de género es sentirse varón o mujer según los modelos sociales de la cultura en que se vive, esto se da como consecuencia del proceso de socialización con el modelo social masculino y femenino, y resulta determinante para asumir el papel (rol) de género, lo que necesariamente corresponde con su sexo. Mientras que,  sexo tiene que ver con las características biológicas que hacen a una persona hombre o mujer. Está determinado por varios factores: sexo cromosómico: es el sexo con el que nacemos, y que hasta el momento los científicos no han podido varias, las mujeres tiene cromosoma XX y los varones XY.  sexo gonádico: Depende de las glándulas reproductivas, las cuales están vinculadas al sexo cromosómico. Las personas con cromosomas XX tienen ovarios y las personas con cromosoma XY tienen testículos. sexo hormonal: depende de las hormonas producidas por los testículos o los ovarios, las cuales determinan las características de género, masculinas y femeninas. sexo genital: se refiere a los órganos sexuales externos, y a las características secundarias en la forma del cuerpo. De tal suerte que, si todas las características de los factores que determinan el sexo coinciden en lo femenino estamos ante una mujer y cuando coinciden en lo masculino estamos ante un hombre. El caso es, que no siempre existe esta coincidencia, hay personas que tienen ovarios y testículos (hermafroditas). Por lo tanto, la identidad sexual dependerá de la combinación de los factores que determinan el sexo. Salvo excepciones, el sexo es con el que se nace y con el cual se inscribe en el Registro Civil. Pero, también, es posible hablar de un sexo dinámico, referido a la actitud psicosocial del sujeto. 
En el caso de homosexuales y lesbianas, ellos se sienten contentos con su cuerpo y sus órganos genitales, pero sienten atracción por personas de su mismo sexo cromosómico. 
En cambio, los transexuales, desean pertenecer al sexo opuesto, a tal punto que están dispuestos a someterse a una intervención quirúrgica de adecuación a sus genitales. Los transexuales se sienten en un cuerpo que no les corresponde, por eso es tan importante para ellos cambiarse de sexo físicamente y en el registro civil. 
1. ANÁLISIS DEL TEMA A LA LUZ DE LA HERMENÉUTICA JUDICIAL. JURISPRUDENCIA DEL TRIBUNAL EUROPEO: 

a. Caso de pseudo hermafroditismo: Una persona registrada con sexo masculino, prenombres correspondientes a dicho sexo y documentos de identidad concordantes con los anteriores. Desde el punto de vista médico presentaba genitales externos ambiguos, genéticamente de sexo masculino, caracteres secundarios femeninos (voz y mamas). Desde la perspectiva psicológica, sus vivencias, emociones y maneras de relacionarse eran típicas del género femenino, lo que condujo a los peritos informantes en la causa a coincidir en ue se estaba en presencia de un sexo psico – social netamente femenino. Luego de evaluaciones médicas, psiquiátricas, psicológicas e informes sociales, se emitió el Dictamen del Comité Bioético, el que evidenció coincidencia  en la conveniencia de proteger la dignidad de la persona y su salud integral, debido a que durante toda su vida padeció discriminaciones, y se amparó el pedido de cambio de sexo, la cual requería una intervención quirúrgica feminizante. Fundamentos Bioéticos del Fallo: Remisión a la idea de dignidad de la persona, la libertad, el derecho a la identidad, el derecho a no ser discriminado y el derecho a su salud integral (física, moral y psicológica). 
b. Caso de transexual de 59 años: Registrado como varón, discordancia entre su sexo legal masculino y sus sentimientos, emociones, vivencias, y en general, modos de comportamiento propias del sexo femenino, según el entorno social. Evaluaciones Médico – Forenses, psiquiátricas y psicológicas, e informe multidisciplinario del Comité de Bioética, determinaron la necesidad humana y conveniencia social de  amparar al pedido. Más aún si el recurrente había padecido discriminación en todas las etapas de su vida  y orfandad sobreviniente a temprana edad. Fundamentos Bioéticos del Fallo: Remisión a la idea de dignidad de la persona, el derecho a la identidad (personal y sexual), el derecho a no ser discriminado y el derecho a su salud integral (física, moral y psicológica). Además, se dispuso el cambio de nombres e intervención quirúrgica.
c. JURISPRUDENCIA DEL TRIBUNAL EUROPEO: 
i. En el año 1978, la Corte Constitucional Alemana dictó un precedente en el caso de hombre que se había sometido a una operación de conversión sexual. El transexual pretendía el cambio de nombre, el que fue denegado por instancias inferiores, con el argumento que el cambio de nombre permitiría el casamiento y con ello se violaría el sentimiento moral de la sociedad. Así mismo, se indicaba que el fin del matrimonio era la procreación y que permitiría el casamiento de personas del mismo sexo, lo que iría contra dichos fines. La Corte Constitucional, rechazó el argumento de la moralidad, pues el matrimonio de un transexual mujer (antes hombre) con otro hombre no violaba leyes morales. Se consideró que un matrimonio en estas condiciones podía generar repudio y desaprobación en la sociedad, pero ello no era suficiente para denegar el derecho a casarse. Igualmente, despreció el argumento sobre que uno de los fines del matrimonio era la procreación, expresando que no existe impedimento alguno para contraer matrimonio entre personas infértiles.  Con este antecedente se dictaron otras sentencias (Kleine Losung y grobe Losung). 
ii. El Caso Rees: Un ciudadano Inglés, a su nacimiento presentó caracteres femeninos, registrándose como Brenda. Primer infancia, se portaba como varón, cuando se dio cuenta, se hizo un tratamiento hormonal, determinaron la aparición de signos secundarios masculinos. Luego, se cambió de nombre y adoptó el nombre de Mark, se le practicó una mastectomía,  y finalmente solicita se le cambie la mención del sexo. Fallo: La sentencia fue denegada en todas las instancias. En el Tribunal Europeo de Derechos Humanos, se alegó que el derecho británico había violado los derechos previstos en el artículo 8º en varias oportunidades (derecho a la vida íntima y familiar) y artículo 12º derecho a contraer matrimonio) de la Convención Europea de Derechos Humanos. Ampara el pendido, indicando que el estado inglés continuaba otorgando una partida de nacimiento donde figura el sexo femenino, en discordancia con la apariencia física del solicitante. Y, se vulneraba su derecho a casarse, al no permitir que se case con una mujer.
iii. COSSEY: Un ciudadano inglés, abandonó su nombre masculino y adopto el nombre femenino de Caroline (en el derecho inglés es posible cambiar de nombre). Empezó a vestirse de mujer, y luego se sometió a una operación de cambio de sexo, y dar a su anatomía apariencia más femenina, se le implantó senos, vagina, tratamiento hormonal y aptitud física para tener relaciones sexuales con hombres. Trabajó como modelo, y pretendió casarse con un italiano. El registro general de estado civil informó que el matrimonio era nulo, porque la requirente era de sexo masculino. 
iv. Caso Sheffield: En Inglaterra un ciudadano se casa, procrea una hija, y luego decide cambiar de sexo, previo a la operación se le exigió que primero se divorciara. Después de la operación, la ex esposa solicitó el cese de todo contacto con la hija. Fallo: Se amparo el pedido y se impidió que este ciudadano visite a su hija, por considerar que el trato con el padre transexual  afectaba el interés superior de la niña. 
v. Caso X, Y  y Z: Una pareja de lesbianas, una de las cuales solicita aparecer en la partida de nacimiento de la hija como padre de la misma. Fallo Inglés: No puede componerse una familia con dos personas del mismo sexo, sin lazos parentales, siendo asimilable esta situación fáctica a una pareja de lesbianas. En este caso, no sólo están comprometidos el derecho de los transexuales sino también los derechos de los niños, concebidos por fecundación asistida. Tribunal Europeo: Resolvió el caso indicando, que el caso no podía ser visto como una unión de lesbianas, pues X, vivía como hombre, después del cambio de sexo.  Reforzando esta posición al destacar que el estilo de vida que llevaba la pareja conformada por X e Y en nada se diferenciaba de la vida que llevan usualmente las parejas heterosexuales. Se amparó el pedido, al considerar que eran inexistentes o mínimos las razones para no considerar al transexual como padre de Z.
d. Conclusiones: a)  De los casos antes esgrimidos se establece que los derechos que se ven involucrados son: El derecho a la identidad (personal y sexual), el derecho a la vida privada familiar e individual (intimidad), el derecho a casarse, el vínculo filial, conformar una familia, sobre la base de la dignidad de la persona. Sin embargo, la evolución jurídica no ha llegado a un consenso por el cual se le reconozca a los transexuales el derecho a contraer matrimonio, a la filiación y a adoptar; b) Los países que aceptan el llamado cambio de sexo, suponen la negación del postulado que afirma la inmutabilidad sexual. A su vez, se basan en la prevalencia del elemento subjetivo, es decir, el factor psicológico y social sobre el objetivo, el sexo cromosómico. El análisis de estos casos dan un nuevo enfoque respecto de los vínculos entre bioética y derecho, desde la perspectiva del derecho de acción, es decir de un derecho vivo en la sociedad y atento a las hondas transformaciones que afectan a la sociedad contemporánea. Se evidencia con una visión integradora, desde nuevas formas de juridicidad, y con una propuesta a favor de una posible y fructífera complementación entre bioética y derechos humanos.  
CAPÍTULO III
La solución de  los conflictos bioéticos a través de la ponderación de derechos en conflicto
Como se ha podido evidenciar, a lo largo del presente informe, la solución de conflictos jurídicos que tienen que ver con la salud, la vida y, en especial los relativos al derecho de familia, derivados del avance científico y tecnológico, no pueden limitarse a la aplicación mecánica e irreflexiva de normas jurídicas. Por ende, el silogismo jurídico, esquema deductivo válido modus ponens que establece que: “una decisión judicial se justifica a partir de una norma, la descripción de los hechos de una caso y determinadas reglas de inferencia”, no resulta útil para los operadores jurídicos en la solución de conflictos jurídico - bioéticos. En efecto, este modelo clásico no se puede utilizar en los denominados “casos difíciles” (conflictos jurídicos bioéticos);  pues, por una parte, en muchos casos no existe previsión normativa (dado lo suigéneris del caso derivado de la innovación tecnológica o científica, cambio de roles, cambio en las concepciones morales); así mismo, por otra parte, es inadecuado porque conlleva una tendencia reduccionista y no distingue entre casos fáciles y casos difíciles y el razonamiento no puede ser controlado por la lógica deductiva. Finalmente, la solución de los conflictos bioéticos, por su misma naturaleza, no pueden resolverse sobre la base estríctamente legal o jurídica, implica en todos los casos, recurrir al auxilio de las ciencias médicas, biológicas, científicas, sociológicas y de la tecnología,  a fin de optar por la solución legal más acorde con el contexto social y/o la conyuntura que se vive (cambio de roles, estratos sociales, revolución científica, revolución de la información y revolución de la tecnológica, etc). 

De otro lado, los conflictos bioéticos, que por lo general,  involucran derechos fundamentales de la persona y que están consagrados en el texto constitucional; exigen una solución desde la perspectiva del derecho constitucional, (pues en la mayoría de casos no existe una previsión legal que contenga el supuesto de hecho y la respectiva consecuencia jurídica), lo que obliga a los operadores del derecho a la aplicación directa de los mandatos constitucionales y/o a la aplicación de las normas del derecho internacional (Declaración Universal de Derechos Humanos, Declaración Americana de Derechos Civiles y Políticos, Convención sobre los Derechos del Niño, etc.). En el mismo sentido, se exige la interpretación  sistemática y teleológica de las normas, eligiendo aquella opción interpretativa que, acorde con los valores y principios recogidos por la carta fundamental (Principios de Supremacía de la Constitución, Concordancia Práctica) proteja más óptima el derecho en cuestión.  

En este mismo sentido, es evidente y manifiesto que los conflictos bioéticos, al involucrar derechos fundamentales exigen una argumentación acorde con los valores y principios recogidos por la Constitución, a fin de evitar la afectación de derechos fundamentales más trascedentes y evitar que los mismos se vacíen de contenido. Debiendo recurrirse, en muchos casos, a la técnica de la ponderación de derechos. 

Desde el punto de vista procesal, se evidencia que los fallos que resuelven conflictos bioéticos, deben sustentarse en Principios y Valores consagrados en la Declaración Universal de Bioética y Derechos Humanos, y contar en la medida de lo posible, con un Dictamen del Comité de Bioética y demás pericias e informes que cada caso concreto lo amerite (informes psicológicos, psiquiátricos, médicos, sociales, etc). 

En este punto, corresponde indicar que el Tribunal Constitucional Peruano ha tenido un escaso desarrollo en temas bioéticos, pues cuando tuvo la oportunidad de pronunciarse sobre estos temas, evadió el problema y prefirió emitir fallos tangenciales, sin abordar el tema central del conflicto, al respecto nombramos alguno de estos: 
1. En el caso de la Sentencia 2868-2004-AA/TC, se resuelve el caso de un efectivo policial que se casó sin pedir permiso a su institución, con un transexual. Si bien, el tribunal resuelve a favor del efectivo policial, pero no desarrolla si un transexual tiene o no derecho a contraer matrimonio. Y no es posible determinar si la pareja del policía era o no transexual debido a las plastías previas en órganos genitales.

2. En el caso de la Sentencia 03605-2005-AA,  el TC reconoce las uniones de hecho como una forma de generar familia que trae consecuencias semejantes a las del matrimonio, pero omite pronunciarse sobre las uniones homosexuales, lesbianas y transexuales. 

3. En el caso de Sentencia 2273-2005-PHC/TC, se permite que un transexual se cambie de nombre que vaya de acuerdo con su identidad sexual y de género, ya Karen tiene cuerpo de mujer y su nombre debe adecuarse a esa realidad.

4. En el caso de la Sentencia 02005-2009-PA/TC, sobre la distribución gratuita de la pastilla del día siguiente. El TC resuelve ampara el pedido de la ONG Acción de Lucha Anticorrupción, por considerar que la misma es abortiva, pues esta pastilla evita la ovulación, pero también puede evitar el anidamiento del fruto de la concepción en el endometrio, conforme se informa en la posología de dichas pastillas. En dicha sentencia se omita el análisis del derecho a la autodeterminación de la mujer, a su intimidad, a su libre desarrollo, bienestar, salud integral,  dándole un valor absoluto a la vida del ser en formación y  obligando a la mujer pobre a concebir un hijo no planificado (no deseado) por ende, el TC se liberó de su obligación de efectuar una ponderación adecuada de derechos. En efecto, con este fallo se condena a las mujeres de escasos recursos a acceder libre y voluntariamente a acceder a esta pastilla y con ello se incide en la discriminación por cuestiones económicas, pues dicha pastilla puede ser adquirida en cualquier farmacia a la que acceden personas con mejores recursos económicos.  

5. En la Sentencia 294-2003-AA/TC, Azanca Alhelí Meza García (VIH SIDA vs. Derechos Programáticos). Partiendo del análisis de los derechos programáticos, se aborda el principio de solidaridad, dignidad de la persona humana; así como, los  derechos económicos y sociales como deberes de solidaridad, derecho a la vida y a la salud integral e indirectamente se aborda el principio de utilidad de los derechos fundamentales,  y sobre esa base se dicta una sentencia estimatoria, que ha servido de sustento para la emisión de otros fallos. 
Considero que, en los casos precedentemente reseñados, el TC debió efectuar ponderación derechos, principios y valores constitucionalmente protegidos, como: La dignidad de la persona,  el derecho a la identidad, el derecho a la igualdad (no discriminación), derecho al libre desarrollo y bienestar, derecho a la integridad moral, psíquica y física y derecho a la salud integral. Igualmente, debió tenerse en cuenta el derecho a contraer matrimonio, a formar una familia y a vivir en familia. Por ende, concluyo en lo siguiente: 

1. Se establece que, la solución de conflictos bioéticos desde el momento que se caracterizan por su complejidad y conflictividad,  el ámbito jurídico exige mayor esfuerzo de los operadores del derecho, pues  la argumentación para los casos difíciles, debe sustentarse en conocimientos científicos, en la valoración del contexto social, en la previsión de las  consecuencias de su fallo, anteponiendo, en todo momento la defensa de la persona y el respeto de su  dignidad, valor supremo. 
2. Los operadores del derecho deben tener presente en todo momento que, desde que el derecho es la relación dinámica de tres elementos (normas jurídicas, conductas humanas intersubjetivas y valores), la modificación o variación de tan sólo uno de sus elementos, representa una variación o modificación del derecho; por ende, la solución de conflictos bioéticos originados como consecuencia de la revolución tecnológica, los avances científicos, el cambio de roles en la sociedad, la superación de las creencias morales, entre otros, deben ser tomados en cuenta al momento de emitir los fallos. 
3. Los fallos deben ser fácilmente contrastables con lo actuado, resultando una exigencia ineludible los dictámenes de un comité de bioética, los dictámenes de especialistas (psicólogos, médicos, psiquiatras, sociólogos, entre otros). 
4. Adecuar la técnica de la ponderación en la solución de conflictos bioéticos y garantizar el acceso a la justicia a través de recursos fáciles y eficaces. 
5. Se hace indispensable la aplicación de principios como de supremacía de la constitución, la fuerza normativa de la constitución, concordancia práctica, interpretación conforme a la constitución, pro homine,  pro actione, entre otros. 

Conclusiones generales
BIOÉTICA Y DERECHOS HUMANOS: 
1. Se establece que la bioética “constituye una actividad pluridisciplinaria que procura armonizar el uso de las ciencias biomédicas y sus tecnologías con los derechos humanos, en relación con los valores y principios éticos universalmente proclamados”. Así “en la encrucijada entre la manipulación de la vida y la atención de la salud, busca mediar ante los extraordinarios avances de la moderna tecnociencia”.   
2. Se establece que los derechos humanos son mucho más que un “puente” entre la bioética y el derecho;  pues, constituyen la razón de ser o el fundamento último de la bioética
3. Se concluye que los principios bioéticos son “reglas o recetas argumentativas destinadas a proveer instrumentos eficaces, que no sólo deben guiar el ejercicio de la medicina, sino que también se constituyen en pautas esenciales que deben adoptar tanto los legisladores como los magistrados al momento de dictar normas o emitir sentencias en cuestiones biomédicas. Y, ello no tanto por su carga ético – valorativa sino, fundamentalmente, por su correlato con los derechos humanos reconocidos en nuestra constitución” y en el “Declaración Universal sobre Bioética y Derechos Humanos”
4. Se establece, en cuanto a la aplicación de los principios bioéticos  que, la declaración de principios debe entenderse como un todo y los principios deben entenderse como complementarios y relacionados unos con otros. Cada principio debe considerarse en el contexto de los demás principios, según proceda y corresponda a las circunstancias.
5. Se concluye que,  la no definición de la dignidad humana, en nada entorpece la idea ampliamente aceptada sobre que el derecho a la dignidad humana constituye el elemento primordial sobre el cual se sienta la bioética.
ABORTO VOLUNTARIO Y LA SOLUCIÓN DE CONFLICTOS BIOÉTICOS 
6. Se establece que la protección de la vida del ser en formación se efectúa a través de la tipificación penal de la conducta que atenta contra la vida en formación; advirtiéndose que, el legislador ha dado un tratamiento diferente a la vida humana dependiente y a la vida humana independiente, al penalizar atenuadamente al atentado contra la vida humana dependiente.   Mientras que en el ámbito civil, se condiciona la atribución de derechos patrimoniales al nasciturus a condición de que nazca vivo.  Entendiéndose que, la vida humana independiente no es equiparable a la vida humana dependiente. 
7. Se establece, respecto a la libre autodeterminacin de la mujer que, si está en manos de la mujer tomar una decisión respecto de la interrupción o no del embarazo, esto constituye un límite  a la facultad punitiva del estado que surge del orden constitucional y del principio de proporcionalidad entre el presupuesto fáctico y la legítima reacción jurídica estatal. Por ende, se buscará disuadir a la mujer de s--u decisión de interrumpir el embarazo, ofreciéndole información y alternativas, sumado  ello deberá indicarse a la mujer un plazo límite dentro del cual puede ejecutarse el aborto. Si pese a ello, la mujer decide abortar, el Estado debe procurarle la asistencia médica para su recuperación y bienestar a fin de eliminar cualquier indicio de discriminación y en aras de proteger su derecho a la salud integral. 
8. Se establece que, la actual penalización del aborto voluntario, coloca a las mujeres de escasos recursos en una situación discriminatoria, pues si optaron por el aborto, éstas recurren a los servicios públicos por algún problema derivado de un aborto clandestino, en oposición a las mujeres con recursos que cubren los gastos para un aborto en óptimas condiciones para su salud; vulnerándose así, el derecho constitucional a la igualdad. De otro lado, la penalización del aborto voluntario no ha contralado en absoluto  los innumerables abortos que se producen día a día en condiciones infrahumanas, la prueba es que en el ámbito penal se sancionan un mínimo de casos frente la enorme cifra negra de la criminalidad de este ilícito. 
9. Se establece que, desde la óptica constitucional, es posible, frente a un grave conflicto entre derechos constitucionales, se torne inexigible que el estado utilice la vía penal para obligar a la mujer a concluir con su embarazo, o bien que tutele la vida humana en formación con una cobertura alternativa a la vía penal cuando ésta última no se presenta como medio idóneo, necesario y proporcional. Desde un enfoque social, se evidencia la inequidad social en el acceso a los métodos anticonceptivos de acuerdo a la condición económica y al nivel sociocultural de los requirientes. 
10. Se  establece en la jurisprudencia que, en los casos de aborto voluntario debe efectuarse una ponderación entre los derechos a la intimidad, la salud integral, el libre desarrollo y bienestar y la autodeterminación de la mujer respecto del derecho a la vida del nasciturus. Así mismo, debe tenerse en cuenta los móviles que conducen a la decisión de la mujer de interrumpir su embarazo (pobreza, multípara, riesgo para su vida o su salud, etc.)
LA ANENCEFALIA  EN LA JURISPRUDENCIA:
11. Se ha establecido que la  anencefalia “es la anomalía del desarrollo que se caracteriza por la falta de la bóveda craneal y por la ausencia o atrofia de los hemisferios cerebrales que se presentan en forma de pequeñas masas nerviosas rudimentarias adheridas a la base y que no existe posibilidades de vida para el fruto de la concepción fuera del vientre materno”. Patología que se puede  diagnosticar de manera indubitable a los pocos días de producida la fecundación. 
12. Respecto a la anencefalia y el derecho de la mujer a la salud integral, bienestar físico, moral y psicológico y libertad de autoderminación, se establece que,  es difícil para la madre mantener hasta el fin un embarazo sin esperanza, pasar por el traumatismo del trabajo de parto, postergar el luto, sufrir el impacto eventual de ver un hijo aparentemente perfecto pero incapaz de sobrevivir por faltarle el funcionamiento de un órgano vital. En estas circunstancias no es éticamente correcto defender una vida sin proyecto, y que seguramente se va a extinguir, a costa de un sufrimiento materno acentuado y que podrá dejar secuelas permanentes. 
13. Se establece que,  los fallos denegatorios han dado un valor absoluto a la protección de la vida humana dependiente. Cuando en realidad de las normas del bloque de constitucionalidad surge con nitidez que la vida es un valor que merece protección constitucional a partir del momento de la concepción pero esta tutela no es absoluta. Es más, en caso de conflicto entre valores constitucionales de personas nacidas, prevalecen estas últimas.  Por ello es que, el Tribunal plantea que el conflicto de valores que surge del caso “vida humana en formación vs. Salud física y psíquica de la mujer” y luego de realizar una razonada ponderación, decide que la salud física y psíquica de la mujer “vale más” que la vida huma en formación. 
LA ESTERILIZACIÓN ANTICONCEPTIVA. 
14. Se establece que, la esterilización es toda intervención médica o quirúrgica que causa en el paciente, hombre o mujer, incapacidad para engendrar, orgánica o funcional, temporal o definitiva, sin extirpación o ablación de sus órganos sexuales, es decir, manteniendo su capacidad para copular. La esterilización directa, se entiende aquella acción que tiene como objeto propio o efecto inmediato destruir o bloquear, definitiva o temporalmente, la facultad degenerativa de una persona.
15. Se establece que, ser o no ser padre o madre, forma parte del proyecto de vida en la medida que supone la concreción consciente, voluntaria y plenamente deseada de un acto que modifica esencialmente y para siempre la biografía de las personas. Por ende, la esterilización anticonceptiva integra la nómina de los derechos fundamentales cuyo ejercicio está reservado a la esfera de la autonomía de la voluntad ligada al derecho a disponer del propio cuerpo y al derecho a la salud reproductiva, la esterilización electiva constituye una opción más dentro del amplio espectro de libertades y derechos reconocidos por nuestro ordenamiento jurídico que posibilitan a los individuos diseñar su plan de vida. Para este fin debe contarse con el consentimiento informado del interesado.
IDENTIDAD SEXUAL, EL HERMAFRODITISMO Y EL TRANSEXUALISMO:
16. Se establece que, la identidad de género es sentirse varón o mujer según los modelos sociales de la cultura en que se vive, esto se da como consecuencia del proceso de socialización con el modelo social masculino y femenino, y resulta determinante para asumir el papel (rol) de género, lo que necesariamente corresponde con su sexo. Mientras que,  sexo tiene que ver con las características biológicas que hacen a una persona hombre o mujer.  
17. Se establece que, en el caso de homosexuales y lesbianas, ellos se sienten contentos con su cuerpo y sus órganos genitales, pero sienten atracción por personas de su mismo sexo cromosómico. En cambio, los transexuales, desean pertenecer al sexo opuesto, a tal punto que están dispuestos a someterse a una intervención quirúrgica de adecuación a sus genitales. Los transexuales se sienten en un cuerpo que no les corresponde, por eso es tan importante para ellos cambiarse de sexo físicamente y en el registro civil. 
18. Se establece de los casos expuestos,  los derechos que se ven involucrados son: El derecho a la identidad (personal y sexual), el derecho a la vida privada familiar e individual (intimidad), el derecho a casarse, el vínculo filial, conformar una familia, sobre la base de la dignidad de la persona. Sin embargo, la evolución jurídica no ha llegado a un consenso por el cual se le reconozca a los transexuales el derecho a contraer matrimonio, a la filiación y a adoptar. De otro lado, los países que aceptan el llamado cambio de sexo, suponen la negación del postulado que afirma la inmutabilidad sexual. A su vez, se basan en la prevalencia del elemento subjetivo, es decir, el factor psicológico y social sobre el objetivo, el sexo cromosómico. 

PONDERACIÓN DE DERECHOS EN CONFLICTO
19. Se establece que, la solución de conflictos bioéticos desde el momento que se caracterizan por su complejidad y conflictividad,  el ámbito jurídico exige mayor esfuerzo de los operadores del derecho, pues  la argumentación para los casos difíciles, debe sustentarse en conocimientos científicos, en la valoración del contexto social, en la previsión de las  consecuencias de su fallo, anteponiendo, en todo momento la defensa de la persona y el respeto de su  dignidad, valor supremo. 
20. Se establece que, los operadores del derecho deben tener presente en todo momento que, desde que el derecho es la relación dinámica de tres elementos (normas jurídicas, conductas humanas intersubjetivas y valores), la modificación o variación de tan sólo uno de sus elementos, representa una variación o modificación del derecho; por ende, la solución de conflictos bioéticos originados como consecuencia de la revolución tecnológica, los avances científicos, el cambio de roles en la sociedad, la superación de las creencias morales, entre otros, deben ser tomados en cuenta al momento de emitir los fallos.
21. Se establece que, los fallos deben ser fácilmente contrastables con lo actuado, resultando una exigencia ineludible los dictámenes de un comité de bioética, los dictámenes de especialistas (psicólogos, médicos, psiquiatras, sociólogos, entre otros). 
22. Se establece que, es posible adecuar la técnica de la ponderación en la solución de conflictos bioéticos y garantizar el acceso a la justicia a través de recursos fáciles y eficaces. 
23. Se establece que, se hace indispensable para la solución de conflictos bioéticos,  la aplicación de principios como el de supremacía de la constitución, la fuerza normativa de la constitución, concordancia práctica, interpretación conforme a la constitución, pro homine,  pro actione, entre otros. 
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